
 

 

 SALA UNIPERSONAL DE DECISIÓN CIVIL 

 
PROCESO Ejecutivo singular 

DEMANDANTE Federación Gremial de Trabajadores de la Salud - Fedesalud  

DEMANDADO Hospital Ortopédico S.A.S. 

RADICADO 05001 31 03 004 2021 00305 01 

DECISIÓN Confirma auto apelado 

 

Medellín, veinticuatro de mayo de dos mil veintidós 
 

El Despacho resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, en el asunto de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

1.1. En proveído de 11 de enero de 2022, el Juzgado 004 Civil del Circuito de 

Medellín, ordenó, entre otras cosas, el levantamiento de la medida cautelar de 

embargo que recaía sobre la cuenta corriente No. 21968752778 de 

Bancolombia, por tratarse de recursos inembargables y, se abstuvo de disponer 

el embargo de los créditos y otro derecho semejante proveniente del SOAT que 

pudiesen cancelar las compañías aseguradoras relacionadas, hasta que se 

obtenga noticia del embargo de las cuentas bancarias. 

 

Como fundamento de lo resuelto, consideró que de acuerdo con la certificación 

emitida por el ADRES, la cuenta bancaria referenciada es inembargable por 

tratarse de recursos públicos destinados a financiar el sector salud, aunado a 

que el ejecutante podría acudir otras fuentes de libre destinación para asegurar 

el cumplimiento efectivo de la obligación que persigue en el proceso. Por otra 

parte, sostuvo que debido a que no se tenía noticia del embargo de las cuentas 

bancarias de la ejecutada, en tanto, las entidades a las cuales fue comunicada 

la medida no habían respondido, no había lugar a decretar el embargo de los 

dineros que por cuenta del SOAT recibiera la entidad demandada, hasta que 

mediara respuesta de las sociedades financieras. 
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1.2. Inconforme con la decisión el apoderado de Fedesalud interpuso recurso 

de apelación en que solicitó se revocara el proveído y en su lugar se mantuviera 

incólume la medida cautelar decretada (embargo de cuenta corriente). 

 

Para tal efecto, adujo que la naturaleza de la obligación cuyo cobro se 

pretende, proviene de las Facturas 20367, 20479, 20642 y C34, que 

constituyen acreencias laborales, lo cual es una excepción al principio de 

inembargabilidad. Adicionalmente, arguyó que al tratarse de título valores se 

configuraba la segunda excepción del referido principio. 

 

1.3. El Juzgado 004 Civil del Circuito de Medellín concedió el recurso de 

apelación en el efecto devolutivo y corrió el traslado, durante el cual la parte 

contraria guardó silencio frente al recurso. 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

2.1. El artículo 599 del Código General del Proceso establece las medidas 

cautelares de embargo y secuestro en los procesos ejecutivos. Al respecto, la 

norma señala: 

 

“ARTÍCULO 599. EMBARGO Y SECUESTRO. Desde la presentación de la 

demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes del 

ejecutado. 

 

Cuando se ejecute por obligaciones de una persona fallecida, antes de liquidarse 

la sucesión, sólo podrán embargarse y secuestrarse bienes del causante. 

 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; 

el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus 

intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un solo 

bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda que garanticen aquel crédito, 

o cuando la división disminuya su valor o su venalidad. 

 

En el momento de practicar el secuestro el juez deberá de oficio limitarlo en la 

forma indicada en el inciso anterior, si el valor de los bienes excede 

ostensiblemente del límite mencionado, o aparece de las facturas de compra, 
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libros de contabilidad, certificados de catastro o recibos de pago de impuesto 

predial, o de otros documentos oficiales, siempre que se le exhiban tales pruebas 

en la diligencia. 

 

En los procesos ejecutivos, el ejecutado que proponga excepciones de mérito o 

el tercer afectado con la medida cautelar, podrán solicitarle al juez que ordene 

al ejecutante prestar caución hasta por el diez por ciento (10%) del valor actual 

de la ejecución para responder por los perjuicios que se causen con su práctica, 

so pena de levantamiento. La caución deberá prestarse dentro de los quince 

(15) días siguientes a la notificación del auto que la ordene. Contra la 

providencia anterior, no procede recurso de apelación. Para establecer el monto 

de la caución, el juez deberá tener en cuenta la clase de bienes sobre los que 

recae la medida cautelar practicada y la apariencia de buen derecho de las 

excepciones de mérito. 

 

La caución a que se refiere el artículo anterior, no procede cuando el ejecutante 

sea una entidad financiera o vigilada por la Superintendencia Financiera de 

Colombia o una entidad de derecho público. 

 

Cuando se trate de caución expedida por compañía de seguros, su efectividad 

podrá reclamarse también por el asegurado o beneficiario directamente ante la 

aseguradora, de acuerdo con las normas del Código de Comercio. 

 

PARÁGRAFO. El ejecutado podrá solicitar que de la relación de bienes de su 

propiedad e ingresos, el juez ordene el embargo y secuestro de los que señale 

con el fin de evitar que se embarguen otros, salvo cuando el embargo se funde 

en garantía real. El juez, previo traslado al ejecutante por dos (2) días, accederá 

a la solicitud siempre que sean suficientes, con sujeción a los criterios 

establecidos en los dos incisos anteriores.”. 

 

2.2. Principio de inembargabilidad. Sobre este tópico debe tenerse en cuenta 

el precedente de la Corte Constitucional que en diversos pronunciamientos ha 

definido que este principio es una garantía necesaria para salvaguardar el 

presupuesto del Estado, especialmente, los valores destinados a cubrir 

necesidades esenciales de la población, pues, tiene como finalidad asegurar la 

“adecuada provisión, administración y manejo de los fondos necesarios para la 
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protección de los derechos fundamentales y en general para el cumplimiento de los 

fines del Estado”1; entonces, si se permitiera el embargo de todos los activos 

públicos, “(i) el Estado se expondría a una parálisis financiera para realizar el 

cometido de sus fines esenciales, y (ii) se desconocería el principio de la prevalencia 

del interés general frente al particular, el artículo 1 y el preámbulo de la Carta 

Superior” 2 

 

2.3. Excepciones al principio de inembargabilidad. La Corte Constitucional en 

reciente pronunciamiento (Sentencia T-053 de 2022) hizo precisiones respecto 

a la fuente de financiación del sistema de salud, pues debe diferenciarse entre 

los dineros que provienen de las cotizaciones de los afiliados al Sistema General 

de Seguridad Social en Salud recaudadas por las EPS y, los recursos del Sistema 

General de Participaciones en Salud, toda vez que, frente a lo primero, esto es, 

los recursos originados en las cotizaciones de los afiliados, el principio de 

inembargabilidad no tiene excepción, no obstante, respecto al segundo, a 

saber, los dineros que provienen del Sistema General de Participación, si hay 

una excepción cuando se trata de obligaciones de índole laboral reconocidas 

mediante sentencia y que se constate que para satisfacer tales acreencias son 

insuficientes las medidas cautelares impuestas sobre los recursos de libre 

destinación de la entidad deudora. Al respecto, el alto órgano constitucional 

indicó: 

 

“Habida cuenta de que, conforme a lo probado en el proceso, la cuenta maestra 

de recaudo afectada con el embargo fue la número 165004813, destinada a los 

aportes del régimen contributivo, y subrayando que, consecuentemente, es 

respecto de la misma que debe pronunciarse la Corte, esta Sala de Revisión 

advierte de entrada que, a la luz de los criterios descritos en el acápite anterior, 

la reclamación sobre la que se funda la acción de tutela está llamada a prosperar, 

toda vez que del precedente reiterado en prolíficos pronunciamientos de esta 

Corte Constitucional se desprende de manera diáfana y contundente que los 

recursos del SGSSS que tienen como fuente las cotizaciones de los afiliados al 

sistema son públicos, tienen destinación específica y ostentan la calidad de 

inembargables, sin que respecto de ellos resulten predicables las excepciones a 

la inembargabilidad reconocidas por la jurisprudencia, como enseguida pasa a 

exponerse. 
                                                 
1 Corte Constitucional. Sentencia C-539 de 2010. 
2 Corte Constitucional. Sentencia C.546 de 1992, reiterada en C-543 de 2013. 
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Si bien la inembargabilidad que abriga a los recursos públicos de la seguridad 

social en salud no es un principio absoluto, ha sido esta propia Corporación la 

que, como guardiana de la supremacía y la integridad del pacto social, ha 

determinado el alcance de dicho principio dentro del balance que debe existir 

en relación con otros preceptos y derechos constitucionales. En ese sentido, si 

el alcance del citado principio, fijado a través de múltiples pronunciamientos de 

Sala Plena de la Corte Constitucional, es vinculante y tiene carácter erga omnes 

frente a todas las autoridades jurisdiccionales, a fortiori lo será el alcance de sus 

excepciones, las cuales exigen una interpretación estricta y restrictiva toda vez 

que sólo en esas hipótesis puntuales admitidas por la jurisprudencia el interés 

público de preservar los recursos específicamente destinados a garantizar la 

salud termina por ceder ante otros principios y derechos de rango superior. 

  

Tal como quedó ampliamente planteado en las consideraciones generales de 

esta providencia, los recursos del SGSSS tienen una protección constitucional 

aún más reforzada, inclusive, que otros recursos de naturaleza pública, y por lo 

tanto sólo en circunstancias extraordinarias que la jurisprudencia constitucional 

ha determinado pueden llegar a embargarse y a utilizarse en un objeto distinto 

a la destinación específica que la norma fundamental les ha asignado, a saber: 

la financiación de la prestación del servicio de salud a la población. 

  

Precisamente por ese blindaje especial que ostentan estos recursos, es 

imperativo para todo operador jurídico acatar con rigor y a pie juntillas los 

términos en que esta Corte se ha pronunciado sobre los eventos excepcionales 

en los cuales es posible comprometer los recursos del SGSSS, lo que, de suyo, 

implica observar cuidadosamente a qué fuente de financiación se ha referido al 

admitir tales excepciones, pues, como es sabido, el sistema de salud se nutre 

de dineros procedentes de diferente origen, entre los que se cuentan las 

cotizaciones de los afiliados al SGSSS recaudados por las EPS, de un lado, y los 

recursos del Sistema General de Participaciones en Salud –SGP–, de otro. 

  

Podría decirse, entonces, que dentro del género que constituyen los recursos 

del SGSSS, los dineros que reciben las EPS en virtud de las cotizaciones son una 

especie, distinta a su vez de aquella conformada por los rubros transferidos por 

la Nación en virtud del SGP. Ahora bien: aunque unos y otros gozan de especial 
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protección constitucional en tanto recursos del sistema de salud, la distinción 

hecha resulta relevante justamente en razón al tratamiento dispensado por la 

jurisprudencia constitucional en lo que atañe a la aplicación del principio de 

inembargabilidad y sus excepciones. 

  

En efecto, tratándose de los recursos destinados al sector salud del SGP la Corte 

Constitucional ha reafirmado su destinación específica y carácter en general 

inembargable, no obstante lo cual ha reconocido que dicha inembargabilidad 

puede llegar a ser exceptuada para dar prevalencia a la efectividad de ciertos 

derechos fundamentales. 

  

Así, dentro de su vasta jurisprudencia a propósito del tema de la 

inembargabilidad de los recursos públicos, al referirse en concreto a los recursos 

del SGP, en un primer momento esta Corporación encontró legítimo que el 

carácter inembargable de los mismos debía plegarse para atender créditos a 

cargo de las entidades territoriales que tuvieran origen en actividades propias 

de cada uno de los sectores a los que se destinan los recursos del sistema 

general de participaciones –incluido el sector salud– y que estuvieran recogidos 

en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, permitiéndose así el 

embargo de los recursos de la participación respectiva cuando los recursos 

destinados al pago de sentencias o conciliaciones no fueran suficientes. 

  

Sin embargo –como se vio ut supra–, posteriormente la Corte reformuló el 

alcance de las excepciones a la inembargabilidad en atención al nuevo enfoque 

del SGP incorporado por el Constituyente a raíz del Acto Legislativo No. 4 de 

2007. Dicha reforma constitucional supuso una modificación del marco 

normativo gracias al cual se fortaleció el afán por asegurar el destino social y la 

inversión efectiva de aquellos recursos del SGP, lo que condujo a que se 

reevaluaran las condiciones que tornaban viable el embargo de los mismos. 

Producto de dicho análisis, la Sala Plena efectuó un “acople” de la jurisprudencia 

y señaló que los recursos de destinación específica del SGP sólo podían 

comprometerse subsidiariamente para hacer efectivas las obligaciones laborales 

reconocidas mediante sentencia judicial, en el evento de que los ingresos 

corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial no fueran 

suficientes para atender tales acreencias. 
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En razón de este nuevo criterio, luego la Corte precisaría que el principio general 

de inembargabilidad se predica incluso frente a las obligaciones contractuales 

contraídas por las entidades territoriales para la prestación de los servicios que 

se financian con los recursos del SGP. 

  

Lo anterior fue ratificado más recientemente cuando, al revisar la 

constitucionalidad de la Ley Estatutaria de Salud, este Tribunal señaló que la 

aplicación del principio general de inembargabilidad de los recursos de la salud 

“deberá estar en consonancia con lo que ha sentado y vaya definiendo la 

jurisprudencia”, remitiéndose entonces a lo decidido en el fallo de control 

abstracto que, a manera de criterio hermenéutico de armonización, precisó que 

era factible embargar los recursos de destinación específica del SGP para 

garantizar el pago de obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia si 

y solo si se verificaba que para asegurar la cancelación de dichos créditos 

resultaban insuficientes los ingresos corrientes de libre destinación de la 

respectiva entidad territorial. 

  

En ese sentido, no cabe duda de que el precedente constitucional vigente ha 

delimitado las condiciones para exceptuar el principio general de 

inembargabilidad de los recursos de la salud correspondientes al SGP en los 

siguientes términos: (i) que se trate de obligaciones de índole laboral, (ii) que 

estén reconocidas mediante sentencia, (iii) que se constate que para satisfacer 

dichas acreencias son insuficientes las medidas cautelares impuestas sobre los 

recursos de libre destinación de la entidad territorial deudora. 

  

En cambio, respecto de los recursos provenientes de las cotizaciones al SGSSS 

recaudados por las EPS, la jurisprudencia constitucional no ha introducido 

excepción alguna a su inembargabilidad. 

  

Antes bien, acerca de esta tipología de recursos que son los aportes que reciben 

las entidades promotoras de salud por parte de sus afiliados con capacidad 

económica, ha sostenido la Corte que (i) son parafiscales, de modo que no 

ingresan al presupuesto general de la Nación ni se mezclan con otros recursos 

del erario; (ii) tienen una destinación específica, cual es la financiación de la 

prestación de los servicios de salud a los usuarios del sistema, previa su 

conversión a UPC mediante el proceso de compensación; (iii) pertenecen al 
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SGSSS y no al patrimonio de las EPS, por lo que deben manejarse en cuentas 

separadas de los dineros propios de dichas entidades –las cuales solo obran 

como delegatarias del Estado en lo que a su recaudo concierne–; (iv) están 

exentos de ser gravados con impuestos y otros tributos, pues ello 

desnaturalizaría su destinación específica; (v) deben ser excluidos de la masa a 

liquidar de los entes financieros que, siendo sus depositarios, entren en proceso 

de liquidación; (vi) no pueden ser utilizados para la adquisición de activos fijos 

e infraestructura por parte de las EPS; (vii) no pueden ser objeto de acuerdos 

de pagos con acreedores que conduzcan a que tales recursos no lleguen al 

destino ordenado en la Carta; y, (viii) el Legislador tiene prohibido modificar su 

destinación específica.”. 

 

3. CASO EN CONCRETO 

 

El recurso formulado plantea resolver si el juez de primer grado tuvo razón al 

levantar la medida cautelar que recaía sobre la cuenta corriente No. 

21968752778 de Bancolombia, por tratarse de recursos inembargables y, 

abstenerse de disponer el embargo de los créditos u otro derecho semejante 

proveniente del SOAT que pudiesen cancelar las compañías aseguradoras 

relacionadas, hasta que se obtuviese noticia del embargo de las cuentas 

bancarias. 

 

Al respecto, esta dependencia judicial observa ajustado a derecho lo que el 

juez definió, dado que, guarda correspondencia con el precedente de la Corte 

Constitucional, pues la única excepción al principio de inembargabilidad de las 

cuentas del sector salud en el ordenamiento jurídico actual, es la proveniente 

de acreencias de índole laboral reconocidas en sentencia, siempre y cuando se 

constate que para satisfacer tales acreencias las medidas cautelares impuestas 

sobre los recursos de libre destinación de la entidad demandada, son 

insuficientes. 

 

De acuerdo con lo anotado, en providencia de 4 de noviembre de 2021, el 

Juzgado 004 Civil del Circuito de Medellín, decretó el embargo de algunas 

cuentas bancaria, entre las cuales, se encontraba la cuenta corriente No. 

21968752778 de Bancolombia. Luego el apoderado de la demandada allegó 

Comunicación No. 202114221097662 emitida por el Administradora de los 
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Recursos del Sistema General de Seguridad Social En Salud -ADRES-, visible 

en el archivo 10 del expediente digital, mediante la cual certificó que la cuenta 

corriente afectada con la medida cautelar tenía carácter de inembargable, 

debido a que, se trataba de recursos públicos fiscales y parafiscales destinados 

a financiar la salud, así que solicitó el levantamiento del embargo.  

 

Después la ejecutante pretendió como nuevas medidas cautelares, el embargo 

de los dineros que por concepto de SOAT recibiera la demandada por parte de 

las aseguradoras relacionadas; así como el embargo de créditos y contratos 

que el Hospital Ortopédico S.A.S. tuviese con diversas EPS. Ante tal pedimento, 

el juzgado de instancia, entre otras cosas, ordenó el levantamiento de la 

medida cautelar decretada sobre la cuenta corriente citada anteriormente y se 

abstuvo de disponer el embargo de los dineros provenientes del SOAT que la 

demandada pudiese percibir por parte de las entidades aseguradoras 

relacionadas, y el embargo de los créditos u otros derechos, hasta que se 

obtuviese respuesta del embargo de las cuentas bancarias decretado 

previamente. 

 

Del acaecer procesal surge sin dificultad que la recurrente no tiene razón al 

aducir que en el presente caso operan dos excepciones al principio de 

inembargabilidad de las cuentas del sector salud, debido a que, de acuerdo a 

lo establecido por la Corte Constitucional, la única excepción que existe frente 

a los dineros proveniente del Sistema General de Participación, se configura 

cuando se trata de acreencias laborales que se haya reconocido en sentencia, 

siempre y cuando se acredite que las medidas cautelares decretadas frente a 

los recursos de libre destinación de la entidad ejecutada, resultan insuficientes 

para solventar tales acreencias. Circunstancia que en este caso no se acredita, 

pues las obligaciones que la parte demandante pretende ejecutar provienen de 

títulos valores y no de sentencias judiciales. 

 

Ahora, en relación con el embargo de los dineros provenientes del SOAT que 

la ejecutada pudiese percibir de las entidades aseguradoras relacionadas y, el 

embargo de los créditos y contratos que el hospital tuviese con diferentes 

sociedades promotoras de salud, se tiene que esta es una situación que no se 

ha consolidado jurídicamente, pues el a quo condicionó su resolución, a la 

respuesta a cargo de las entidades financieras respecto de la medida cautelar 
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de embargo de las cuentas bancarias. Por lo que no hay lugar a emitir un 

pronunciamiento al respecto. 

 

En consecuencia, la providencia de 11 de enero de 2022 proferida por el 

Juzgado 004 Civil del Circuito de Medellín, será confirmada. 

 

Por lo expuesto, el Despacho RESUELVE: 

 

PRIMERO. CONFIRMAR la decisión adoptada en auto de 11 de enero de 2022, 

proferida por el Juzgado 004 Civil del Circuito de Medellín. 

 

SEGUNDO. Sin condena en costas de esta instancia porque no se causaron. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

Magistrada 
 

 

 

 


